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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
 

SALA LABORAL 
 
 

 
Magistrado Sustanciador:   MILLER ESQUIVEL GAITAN 
 
 
 
PROCESO ORDINARIO LABORAL DE WILSON OSWALDO PINEDA 

CONTRA BLES PUBLICIDAD  INFLABLES S.A.S. 

 
 
Bogotá D.C.,  trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
El proceso de la referencia fue remitido a fin de surtirse recurso de 

apelación contra  sentencia  de  5 de octubre de 2020, que negó la práctica  

de pruebas solicitada por la parte demandante. Sin embargo a esta 

corporación se allegó escrito en el que el apoderado de la parte  

demandante, desiste del proceso, en razón a que las partes suscribieron 

acuerdo de transacción  el cual se anexa.  

 
 En razón a que el apoderado de la parte demandante tiene facultad 

expresa para desistir  conforme al poder conferido visto a folio 1 a 3 del 

expediente digitalizado, admítase el desistimiento de la demanda 

presentado en el escrito  recibido  el 9 de  julio de 2020 a través de correo  

institucional. Como la petición fue coadyuvada por la parte demandada, no 

hay lugar a la imposición de costas a ninguna de las partes.   

 

Por secretaría devuélvanse las diligencias al juzgado de origen, previas las 

desanotaciones  del caso en los libros radicadores.  

 

Notifíquese  y cúmplase  

 

 



 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTA D.C. SALA LABORAL 
 

MAGISTRADO PONENTE: RAFAEL MORENO VARGAS 
 

Trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 

 

PROCESO ESPECIAL DE ACOSO LABORAL de YUDI MARCELA 
GONZÁLEZ GONZÁLEZ contra BANCO COLPATRIA RED MULTIBANCA 
COLPATRIA S.A. Y OTROS. RAD. 11001 31 05 037 2018 00348 03.  

 
En la fecha, con la finalidad de resolver los recursos de apelación interpuestos, la 

Sala Cuarta de Decisión Laboral previa la deliberación correspondiente al proyecto 

sometido a su consideración por el Magistrado Sustanciador, procede a dictar la 

siguiente: 

PROVIDENCIA 

 

En los términos y para los fines previstos en el artículo 15 del Decreto 806 del 04 de 

junio de 2020, en concordancia con el Acuerdo PCSJA20-11567 del 05 de junio de 

2020, procede la Sala de Decisión a resolver los recursos de apelación presentados 

por el apoderado de la parte actora, contra las decisiones proferidas el 19 de marzo y 

el 4 de junio de 2021. 

 

ANTECEDENTES 
 

La señora YUDI MARCELA GONZÁLEZ GONZÁLEZ, actuando por conducto de 

apoderado judicial, pretende que se declare que AUGUSTO GOMEZ, JOSE 

MOSQUERA, NATALIA ACOSTA Y JORGE BORRERO incurrieron en conductas de 

acoso laboral, persecución laboral, entorpecimiento laboral e inequidad laboral; que 

no se le garantizó el debido proceso y que la conducta fue tolerada, incentivada y 

permitida por el empleador BANCO COLPATRIA MULTIBANCA COLPATRIA S.A y 

sus trabajadores. Aunado a lo anterior, peticiona se declare que la terminación del 

contrato de trabajo de manera unilateral carece de todo efecto y por lo tanto se 

declare que continúa la relación laboral. Que como consecuencia de lo anterior, se 

imponga la multa de que trata el numeral 3 del artículo 10 de la ley 1010 de 2006 a la 

demandada COLPATRIA MULTIBANCA COLPATRIA S.A. Que se condene al banco 

demandado al pago del tratamiento de las secuelas ocasionadas por el acoso laboral; 



Proceso especial de Acoso Laboral 
Apelación de Auto  

Rad. 037 2018 00348 03 
Yudi Marcela González González  

vs. Banco Colpatria Red Multibanca y otros 
 
 

2 
 

Se ordene el pago del tratamiento psicológico a la actora; que se sancionen a los 

demandados AUGUSTO GÓMEZ, JOSÉ MOSQUERA, NATALIA ACOSTA y JORGE 

BORRERO con falta gravísima y por lo tanto se ordene la terminación de contrato 

con justa causa, conforme al artículo 11 numeral 1 de la ley 1010 de 2006; Se ordene el 

reintegro de la demandante a un cargo similar en otra área del banco; a las costas del 

proceso y a lo extra y ultra petita. 

 

Como fundamento de sus pretensiones manifestó que ingresó a laborar a la entidad 

financiera el 17 de marzo de 2016, en el área de gerencia de crédito a personas 

naturales, mediante un contrato a término indefinido con horario de 7 a.m. a 4 p.m. 

con pago de horas extras, nocturnas o cualquier otra remuneración legal adicional. 

El 31 de diciembre de 2016, la accionante se dirigió al supermercado PRICESMART, 

donde le ofrecieron la tarjeta que dicho almacén tiene con COLPATRIA 

SCOTIABANK, esta entidad mediante su funcionaria y el jefe de la aquí accionante, 

consultaron sin autorización alguna sus datos laborales, posterior a ello le indicaron 

que esa petición tendría repercusiones en su trabajo.  

 

En el mes de abril de 2017 se le ordenó a la demandante realizar un cambio de área 

a la gerencia de portafolio, asegurándole que mantendrían todas y cada una de las 

condiciones iniciales de vinculación del contrato de trabajo, sin embargo, las 

funciones eran diferentes, adicionalmente no se le brindó capacitaciones, y tenía el 

doble de tareas asignadas, sumado a esto el computador asignado no le permitía 

desarrollar sus labores, teniendo que realizar su trabajo fuera del horario laboral en 

casa, además, se le prohibió la posibilidad de realizar estudios, incluso en los cursos 

de convenios con otras entidades argumentando que debía estar disponible a las 

necesidades del área, su horario se vio modificado ingresando a las 8:00 am hasta 

las 5:00 pm; adicionalmente el señor AUGUSTO GOMÉZ se refería a la accionante 

con términos irrespetuosos y ofensivos que ocasionaron episodios de depresión, 

además le exigía  responder mensajes y correos electrónicos en vacaciones o tiempo 

fuera del horario laboral así como en las incapacidades médicas.  

 

Los días 2 y 3 de Agosto de 2017 la demandante tuvo una incapacidad debido a una 

caída que le ocasionó un esguince en la mano izquierda, no obstante AUGUSTO 

GÓMEZ, su jefe directo, le dio la orden de ir a trabajar independientemente de la 

incapacidad indicándole que mostrara compromiso con el área. La actora solicitó el 

cambio de área en múltiples ocasiones y de manera verbal, el banco siempre se 

justificó en no tener la potestad para cambiar a sus trabajadores. Aunado a lo 
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anterior, la parte actora manifiesta que en ocasiones conforme a la carga laboral 

llegaba una hora más temprano de su horario de trabajo y por indicaciones del señor 

GÓMEZ y MOSQUERA salía 3 o 4 horas más tarde trabajando incluso más de 12 

horas al día.  

 

De igual manera, refirió que la señora YURI MARCELA MUÑOZ GONZÁLEZ, 

compañera del área de la señora GONZÁLEZ, en la actividad de Halloween aplicó 

maquillaje a la actora sin las indicaciones respectivas en el rostro, ocasionándole 

quemaduras a ella y otras 4 personas, la actividad fue realizada entre las 3 y las 5 de 

la tarde, siendo autorizada por COLPATRÍA y efectivamente cancelado a la actora, 

no obstante la médico de la entidad se negó a hacer el reporte a la ARL, por su parte 

el médico de la EPS indicó que tenía quemaduras de 1 y 2 grado en su rostro.  

 

Por último, indica que el día 29 de noviembre de 2017 el señor JORGE BORRERO, 

le entregó la carta de despido sin justa causa, la accionante manifestó su deseo de 

asesorarse de un abogado, pero no se le permitió, adicional a esto la certificación que 

otorgó el BANCO COLPATRÍA, en el momento del despido, se indica que el cargo 

que ejerció fue el de analista estrategia autos e hipotecario bco, área en la cual 

nunca laboró. Como indemnización se le concedió un monto de un mes y veinte días 

de salario, realizando un descuento del 20% del valor total de la indemnización por 

retención en la fuente, pese a que su salario era de dos millones seiscientos dos mil 

quinientos pesos desconociendo el Decreto 400 de 1987 (fls.501 a 528). 

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

  

El demandado JORGE HERNAN BORRERO VARGAS, contestó la demanda 

solicitando se absuelva de todas y cada una de las pretensiones formuladas al ser 

infundadas, toda vez que son situaciones acaecidas en virtud de una relación laboral 

entre la señora GONZÁLEZ y un tercero el BANCO COLPATRIA, jamás se puso en 

su conocimiento las situaciones supuestamente presentadas con Augusto Gómez, 

Natalia Acosta y José Mosquera, aclaró que las conductas enunciadas en el escrito 

de la demanda no encajan en las constitutivas de acoso laboral, y explicó que la 

entidad financiera siempre propende por entregar a sus trabajadores las 

herramientas necesarias para desarrollar sus actividades laborales, agregó que la 

actividad de Halloween fue una actividad ajena a la entidad financiera, auto 

gestionada por un grupo de trabajadores. En cuanto a la decisión de terminar el 

contrato de trabajo de la demandante manifestó, que se trató de una decisión que 
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tomó el BANCO COLPATRIA, razón por la cual no requería ejercer su derecho a la 

defensa, así mismo, no existe prueba de los supuestos malos tratos. Propuso como 

excepciones previas las de «habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso 

diferente al que corresponde» y «caducidad», y de fondo, «inexistencia de las 

conductas constitutivas de acoso laboral», «inexistencia de la obligación y cobro de 

lo no debido», «temeridad de la queja por acoso laboral», «caducidad», 

«prescripción», y «buena fe» (fls.531 a 562). 

 

El demandado JOSE MANUEL MOSQUERA GONZÁLEZ, contestó la demanda 

solicitando se absuelva de todas y cada una de las pretensiones formuladas al ser 

infundadas, por cuanto las situaciones acaecidas en virtud de una relación laboral 

entre la señora GONZÁLEZ y un tercero el BANCO COLPATRIA, aclaró que durante 

la relación laboral de la accionante la entidad financiera siempre cumplió en debida 

forma con las obligaciones frente a sus trabajadores, agregó que la accionante nunca 

puso en su conocimiento las situaciones presentadas con AUGUSTO GOMEZ, 

NATALIA ACOSTA Y JORGE BORRERO, no obstante aclaró que las conductas 

enunciadas en el escrito de la demanda no encajan en las constitutivas de acoso 

laboral, informó que las condiciones laborales eran las mismas, que su cambio fue 

con ocasión a la distribución de cupos de cada estrategia, sin que ello pudiera 

entenderse como una modificación unilateral, ni desmejoramiento en las 

condiciones laborales pactadas en el contrato de trabajo, así que no se le debía 

realizar capacitación alguna, toda vez que seguía desarrollando el mismo cargo de 

analista, agregó que no estuvo sujeta a ningún tipo de sobre carga laboral además 

explico que la demandante nunca presentó queja por los supuestos malos tratos, por 

lo que para este eran totalmente desconocidas, así mismo no existe prueba de los 

supuestos malos tratos, por tal motivo su despido no es ineficaz, en lo que respecta 

a la actividad de Halloween indicó que fue una actividad ajena a la entidad financiera 

auto gestionada por un grupo de trabajadores, manifestó que tampoco existe prueba 

de los tratamientos médicos o la afectación psicológica. Propuso como excepciones 

previas las de «habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al 

que corresponde» y «caducidad», y de fondo, «inexistencia de las conductas 

constitutivas de acoso laboral», «inexistencia de la obligación y cobro de lo no 

debido», «temeridad de la queja por acoso laboral», «caducidad», «prescripción», y 

«buena fe» (fls.563 a 606). 

 

La demandada ASTRID NATALIA ACOSTA AMAYA, contestó la demanda 

solicitando se absuelva de todas y cada una de las pretensiones formuladas al ser 
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infundadas, toda vez que acaecieron en virtud de una relación laboral existente entre 

la accionante y un tercero, el BANCO COLPATRIA, agregando que no llevó a cabo o 

fue testigo de conductas constitutivas de “bullyin” ni acoso laboral hacia la 

accionante, así mismo comentó que las funciones desempeñadas por la señora 

GONZÁLEZ eran iguales pero en diferentes áreas, sin que ello configurara 

desmejoramiento las condiciones laborales pactadas, y enfatiza que la demandante 

no tuvo sobre carga laboral, pues se le asignaban funciones de acuerdo a su 

capacidad, preparación y necesidad de la operación del área, así mismo, afirma que 

se le brindó las herramientas y el espacio que se ajustara a sus necesidades. Frente a 

las quemaduras en el rostro manifestó que no son de origen laboral, al no tratarse de 

una actividad organizada por la entidad financiera, así que no le asiste obligación 

alguna de realizar el reporte a la ARL, por lo anterior  sostuvo que no fue sujeto de 

ninguna conducta de acoso laboral, toda vez que no existe prueba dentro del 

expediente que demuestre de manera sumaria la existencia de las conductas 

enunciadas por la accionante, así como de la existencia de los tratamientos médicos 

o la afectación psicológica, en cuanto a las incapacidades, expuso que no tenía 

conocimientos de estas, toda vez que la accionante no presentó incapacidades y 

laboró de manera normal. Propuso como excepciones previas las de «habérsele dado 

a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde» y «caducidad», 

y de fondo, «inexistencia de las conductas constitutivas de acoso laboral», 

«inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido», «temeridad de la queja por 

acoso laboral», «caducidad», «prescripción», y «buena fe» (fls.607 a 643). 

 

El demandado EDGAR AUGUSTO GOMEZ PAIPA, contestó la demanda 

solicitando se absuelva de todas y cada una de las pretensiones formuladas al ser 

infundadas, toda vez que son situaciones que acaecieron en virtud de una relación 

laboral entre la señora GONZÁLEZ y un tercero, el BANCO COLPATRIA, informó 

que las condiciones laborales eran las mismas, que su cambio fue con ocasión a la 

distribución de cupos de cada estrategia, sin que ello pudiera entenderse como una 

modificación unilateral, ni desmejoramiento en las condiciones laborales pactadas 

en el contrato de trabajo, por lo que no se le realizó capacitaciones, toda vez que 

desarrollaba el mismo cargo de analista, agregó que la demandante nunca estuvo 

sujeta a ningún tipo de sobrecarga laboral, y que nunca  presentó queja o manifestó 

su inconformidad, como tampoco elevó queja ante el comité de convivencia. Expuso 

que la señora GONZÁLEZ no allegó pruebas de los supuestos malos tratos, explicó 

que se preocupó por entregar a la accionante herramientas optimas de trabajo, para 

el desarrollo de las funciones de su cargo, puntualizó que la jornada laboral era de 
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8am a 5pm, indicó que en situaciones excepcionales se le pudo solicitar información 

en incapacidad o tiempo de vacaciones por tratarse de información que únicamente 

manejaba la demandante, sin que en ningún caso implicó la prestación efectiva de 

servicios; en cuanto a las quemaduras en el rostro argumentó que no fue una 

actividad preparada por BANCO COLPATRIA, sino una actividad organizada de 

manera libre, voluntaria y auto gestionada por un grupo de trabajadores, indicó que 

no existe prueba en el expediente que acredite tratamientos médicos o psicológicos  

o que den cuenta que la actora fue víctima del presunto acoso laboral. Propuso como 

excepciones previas las de «habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso 

diferente al que corresponde» y «caducidad», y de fondo, «inexistencia de las 

conductas constitutivas de acoso laboral», «inexistencia de la obligación y cobro de 

lo no debido», «temeridad de la queja por acoso laboral», «caducidad», 

«prescripción», y «buena fe» (fls.645 a 691). 

 

La demandada BANCO COLPATRIA MULTIBANCA, contestó la demanda 

solicitando se absuelva de todas y cada una de las pretensiones formuladas al ser 

infundadas, toda vez que en el trascurso de la relación laboral la demandante jamás 

presentó queja de acoso laboral, en todo caso consideró que las conductas 

enunciadas no encajan en las constitutivas de acoso laboral, explicó que la 

accionante fue contratada para desempeñarse como analista, dicho cargo debía ser 

ejecutado en el área que se requería, sin que ello pudiera entenderse como una 

modificación unilateral en las condiciones laborales, así las cosas no debía realizar 

capacitaciones al tratarse de las mismas funciones, resaltando que la demandante no 

estuvo sujeta a ningún tipo de sobre carga laboral, además no existe prueba o queja 

o alguna de manifestación de inconformidad frente a dicha situación, como tampoco 

lo hizo ante el comité de convivencia; puntualizó que la entidad bancaria siempre 

entregó a sus trabajadores herramientas de trabajo óptimas para el desarrollo de las 

funciones de su cargo, advirtió que el horario laboral de la señora GONZÁLEZ fue de 

8 am a 5 pm, y que las horas extra debían ser autorizadas y aprobadas por el BACO 

COLPATRIA para que le fueran debidamente reconocidas, indicó que se pudo haber 

solicitado información en época de vacaciones o incapacidad medica pero en 

situaciones excepcionales obedeciendo a circunstancias de extrema urgencia. En 

cuanto a la actividad donde resultó con quemaduras en el rostro, informó que no fue 

preparada por la entidad bancaria. Afirmó que el BANCO COLPATRIA reconocía un 

beneficio extralegal excepcional de manera unilateral a los trabajadores que se 

quedaban hasta altas horas de la noche, no obstante se reconocían a los trabajadores 

previamente aprobados y reportados, y no existe soporte que la demandante hubiera 
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presentado sus servicios en jornada extra. Recalcó que no existe prueba en el 

expediente que acredite tratamientos médicos o psicológicos o que den cuenta que 

la actora fue víctima del presunto acoso laboral. Propuso como excepciones previas 

las de «habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que 

corresponde» y «caducidad», y de fondo, «inexistencia de las conductas 

constitutivas de acoso laboral», «inexistencia de la obligación y cobro de lo no 

debido», «temeridad de la queja por acoso laboral», «caducidad», «prescripción», 

«buena fe» y «compensación» (fls.693 a 758). 

 

DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA Y RECURSOS DE APELACIÓN  

 

El Juzgado 37 Laboral del Circuito de Bogotá, mediante decisiones proferidas el 19 

de marzo y el 4 de junio de 2021, decidió en primer lugar negar la incorporación de 

pruebas aportadas por considerarlas extemporáneas y en segundo lugar, no accedió 

a la solicitud de nulidad invocada por el apoderado judicial de la parte demandante, 

ratificando su competencia en el presente proceso.  

 

Para arribar a la decisión del 19 de marzo de 2021, en síntesis, manifestó que, en 

virtud del principio de publicidad, los documentos que sean allegados al expediente 

deben garantizar el debido proceso y el derecho a la defensa como garantías 

procesales mínimas de todas las partes, y que, a pesar de que el abogado de la parte 

demandante afirmó que presentó un documento de 94 hojas, en el documento se 

presentaron nuevas pruebas, razón por la cual no se puede hacer un ocultamiento 

frente a este documento. Así entonces, señaló que el apoderado judicial de la parte 

demandante tuvo la oportunidad de allegar los documentos que pretende se 

decreten, al efecto, resaltó que no se advierte que los documentos pertenezcan a una 

prueba sobreviniente y señaló que dichos documentos reflejan una elaboración con 

anterioridad a la presentación y reforma de la demanda de la demanda, situación 

que llevó al Juez a corroborar que no pueden ser tenidas en cuenta a la luz del 

principio de preclusión. 

 

Inconforme con la anterior decisión, el apoderado judicial de la parte demandante 

YUDI MARCELA GONZÁLEZ GONZÁLEZ, la apeló al considerar que en el 

momento en que se suspendió la primera audiencia, es decir, el 31 de octubre, se les 

dieron todas las garantías procesales a las partes, subsanando un error cometido, 

indicó que el 16 de enero de 2020, sin tener en cuenta el termino procesal pertinente 

de ejecutoria para poder pronunciarse, el Despacho fijó audiencia para abril de 2020, 
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no pudiendo hacer uso de su derecho de defensa y así controvertir los argumentos 

que tenía la parte demandada, pese a que jurídicamente en el Código Procesal del 

Trabajo se establece que las dos etapas para adjuntar pruebas son: en la presentación 

en la demanda o en la reforma, advirtió además que no hay norma explicita que 

afirme que solamente en estos momentos pueden ser presentadas las pruebas, en 

consecuencia y puesto ello en conocimiento y al no tener pronunciamiento alguno, 

considera que ello cercena el derecho al debido proceso. Finalmente adujo que hay 

pruebas nuevas y muchas pruebas que refutan unas actuaciones presuntamente 

ilegales e ilícitas de algunas pruebas allegadas por las apoderadas de los 

demandados. 

 

Por otro lado, en decisión del 4 de junio de esta anualidad, el Juzgado 37 Laboral del 

Circuito de Bogotá D.C., para resolver la nulidad presentada, adujo que en los 

términos del art. 33 del Código de Procedimiento del Trabajo y de la Seguridad Social 

todas las actuaciones deben surtirse a través del apoderado judicial, pues la 

actuación directa de las partes solo es posible en procesos de única instancia, aclara 

que respecto del conteo realizado en días calendario conforme lo establece el art. 118 

del Código General del Proceso, se determinó que desde el momento en que se 

notificó la última persona demandada, el día 22 de julio del año 2019 hasta el 04 de 

junio de 2021 han transcurrido 294 días, que corresponden a un total de 8 meses, 

por lo tanto, no se cumple el término de un año al que hace alusión el art. 121 del 

Código General del Proceso, razón por la cual ratificó su competencia para continuar 

conociendo del proceso. Concluyó señalando que se encuentran debidamente 

resueltas todas y cada una de las peticiones del actor, como quiera que todas estás 

estaban encaminadas a que fuera declarada la nulidad de las actuaciones del juez. 

 

En contra de esta decisión, el apoderado judicial de la demandante, nuevamente 

presentó recurso de reposición y en subsidio de apelación contra la decisión. En 

primer lugar, en cuanto a los antecedentes referenciados por el juez indicó que no es 

cierto que el artículo 74 conceda un término para contestar la demanda a todos los 

demandados, sino que el termino común es el de los 10 días para cada demandado 

por ser un acto personalísimo de notificación, señaló que no se tuvo en cuenta que 

se trata de un proceso especial de acoso laboral, y que el artículo 13 de la Ley 1010 sí 

establece un procedimiento particular y es el procedimiento que se establece en el 

Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. Adujo que no puede entenderse 

el proceso únicamente bajo esta última normativa sino que hay normas superiores, 

incluso supraconstitucionales que deben tenerse en cuenta y de tal modo no se 
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garantizó el derecho a la defensa, mencionó que no se surtió la etapa de conciliación, 

agregó que no tuvo la oportunidad de ver el poder del apoderado de la parte 

demandada, aclaró que solicitó varias veces la grabación de prueba de sonido del 06 

de septiembre de 2020, explicó que en varias oportunidades no pudo interponer 

recurso porque la ley no se lo permite, a pesar de existir inconsistencias técnicas en 

el proceso desplegó unas acciones. Añadió  que alegó las falencias procesales en el 

momento en que el documento digital fue modificado, y que conforme al art. 118 del 

Código General del Proceso no se encuentran debidamente contabilizados los días 

calendario en las actuaciones del proceso. Consideró que el correo del 02 de 

septiembre de 2020 no goza del principio de publicidad, pues solo hasta el 18 de 

mayo del 2021 se incorporó al proceso y no fue incluida la parte final. Finalmente 

mencionó que en el proceso hay diferentes interpretaciones para las partes lo cual 

estima grave frente a la protección efectiva de los bienes jurídicos fundamentales, en 

especial el debido proceso y derecho a la defensa. 

 

Encontrándose sustentando el anterior recurso, el apoderado de la parte 

demandante nuevamente presentó recurso de reposición y en subsidio de apelación, 

por la configuración de nulidad del Artículo 133 numeral 1, esto es, nulidad en los 

actos del juez que ha perdido la competencia de forma automática. Recurso que 

resolvió el juez A quo, señalándole que ya se había pronunciado frente a sus 

inconformidades en idéntico sentido; no obstante, frente a esta decisión el 

apoderado insistió nuevamente en presentar recurso de reposición y en subsidio de 

apelación, en contra del pronunciamiento del juez, el que por tercera vez resolvió el 

recurso de reposición, teniendo en cuenta que la petición no había cambiado y que 

continuaba siendo la misma; tanto así, que el apoderado de la parte demandante se 

limitó a señalar que su recurso lo fundamentaba en los mismos términos que el 

anterior.  

 

PROBLEMA JURÍDICO 
 
Reunidos los presupuestos procesales y no encontrando causal de nulidad que 

invalide lo actuado, más que una evidente dilación injustificada del proceso, 

corresponde a esta Corporación determinar en primer lugar, si en el presente 

proceso se deberán decretar las pruebas allegadas extemporáneamente por la parte 

demandante; asimismo, se estudiará si debe declararse la nulidad por perdida de 

competencia del juez de primera instancia.  
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CONSIDERACIONES  
 

Los autos apelados son susceptibles del recurso de apelación, de conformidad con lo 

dispuesto en el numeral 4º del artículo 65 del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social, por cuanto con ellos, inicialmente se negó el decreto de una prueba 

y luego, se rechazó la nulidad invocada.  

  

Para resolver la controversia, sea lo primero indicar que es un hecho indiscutido en 

el proceso, además que así lo acepta la recurrente, que las documentales contenidas 

en el cd obrante a folio 878 del paginario no fueron allegadas con la presentación de 

la demanda ni con su reforma, sino que fueron arrimadas de manera extemporánea, 

por lo que en tal sentido, de decretarse  tal medio probatorio por el Juez, se trataría, 

eventualmente, de una prueba de oficio. Al respecto conviene hacer los siguientes 

razonamientos:   

 

En la actividad probatoria, surgen doctrinariamente dos clases de sistemas que 

trazan las reglas acerca de  cuáles son los titulares de la iniciativa probatoria en un 

proceso judicial, y dicha dicotomía tiene su esencia, principalmente, no tanto en el 

derecho que le asiste a las partes de solicitar y allegar pruebas al proceso para que 

sean valoradas por el Juez al justiciar la resolución del conflicto, sino más bien en el 

papel que desempeñe el juez en el descubrimiento de la verdad o reconstrucción de 

los hechos en controversia; pues dependiendo del modelo dispositivo o inquisitivo 

que se adopte en el régimen probatorio dentro de un ordenamiento procesal, ello 

tendrá su repercusión en si al instructor del proceso se la da una mera autorización 

o facultad para desplegar una actividad investigativa de oficio, o si por el contrario, 

se le impone dicha carga como un deber de auscultar sobre los hechos invocados por 

las partes, o si definitivamente, se le prohíbe al servidor judicial cualquier iniciativa 

probatoria.  

 

El modelo dispositivo, parte de la premisa que el pleito judicial compromete 

únicamente los intereses particulares de quien promueve el litigio, y de quien pueda 

resultar perjudicado por ser llamado a juicio, siendo de su incumbencia, en el caso 

del precursor judicial, contribuir en la reconstrucción de los hechos en que funda sus 

pretensiones, y en el caso del demandado, de aportar los elementos de prueba de 

cara a las narraciones de su defensa para que sean tenidos en cuenta por el Juez al 

momento de tomar la decisión; así pues, este modelo solo permite asignar a las 

partes la iniciativa probatoria, pues es de su resorte, indicar el soporte fáctico que 
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quieren someter a consideración del Juez, y de los medios de prueba con que 

pretenden demostrarlo, y esto tiene su razón de ser, en la posición ideológica, que el 

Juez como director del proceso, debe ser imparcial, objetivo y neutro, y no puede 

adelantar por su propia iniciativa un recaudo probatorio, a favor o en perjuicio de 

alguna de las partes.  

 

Desde esta perspectiva, el modelo dispositivo entiende que la carga probatoria 

también se constituye como un mecanismo de defensa para alguna de las partes, 

razón por la cual, no se concibe que el Juez pueda a través de dicha actividad procesal 

favorecer a alguna de ellas, decretando pruebas que no hayan sido solicitadas por las 

partes, o se acepte la aportación de elementos probatorios que no fueron 

previamente pedidos, pues sólo está autorizado para admitir aquellas pruebas legal 

y oportunamente solicitadas o allegadas, y con observancia de los requisitos y 

formalidades exigidas por el legislador para tal fin.  

 

Por su parte, el sistema probatorio inquisitivo no da primacía al interés particular de 

las partes, sino al interés público, huelga decir, atribuye al proceso judicial el 

propósito final de determinar la verdad de los hechos, para que la decisión del Juez 

sea lo más posible  cercana a la realidad, pues sólo de esta forma puede dictarse una 

sentencia justa. En este modelo, el principal objetivo del Juez es hacerse una 

fidedigna representación de los hechos, y de esta forma aplicar con acierto el 

derecho. Dando alcance a esta premisa, un régimen probatorio de estirpe inquisitiva, 

basa la justicia en la posibilidad de permitirle al juzgador que ejerza autónomamente 

diligencias tendientes a obtener información sobre la veracidad de los hechos que 

son sometidos a su consideración, cuando los hechos relatados por las partes y los 

medios de persuasión por ellos aportados, no son suficientes ni idóneos para 

aproximarse a la verdad.  

 

En el ejercicio práctico de un modelo inquisitivo, no es plausible que el sentido 

de  una decisión se fundamente en la ausencia de pruebas a causa del mutismo o 

pasividad de las partes en la carga demostrativa, pues ante tal panorama probatorio, 

debe el Juez ordenar la práctica de las pruebas que considere necesarias para 

aproximarse a la verdad de los hechos. Esta facultad resta importancia en cuanto a 

las formalidades y oportunidad de solicitud y aportación de las pruebas, pues tales 

formas procesales quedan rebatidas con la disposición oficiosa del Juez en 

incorporar al acervo probatorio  los medios de convicción que estime pertinentes en 

cualquier etapa procesal antes de la decisión; sin embargo, como se explicó en 
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precedencia, el defecto que se le ha criticado a este modelo inquisitivo, es que se 

desdibuja la imparcialidad del Juez, quien al tener la iniciativa probatoria queda 

proclive a dar una dirección a favor de una de las partes de manera anticipada a la 

sentencia, y en cierto modo, termina supliendo la deficiencia de las partes en 

demostrar los hechos de su incumbencia, y en la carga procesal de ejercer su defensa.  

 

Dada la anterior explicación doctrinaria, y descendiendo concretamente a las 

normas procesales colombianas, se observa que con la entrada en vigencia de la 

Constitución Política de Colombia de 1991, ha cobrado importancia el papel que 

envuelve un modelo inquisitivo en el régimen probatorio en los 

procesos judiciales, especialmente porque en el art. 228 de la Carta Política, si bien 

es cierto se estableció la independencia de los Jueces en el ejercicio de sus funciones, 

se consagró de manera contundente que estos deberán en sus actuaciones dar 

prevalencia “al derecho sustancial”, postulado que necesariamente envuelve la 

función del Juez en auscultar sobre la realidad en que se soporta el derecho 

sustancial en controversia.  

 

A partir de la Carta Política de 1991 y en la actualidad con la expedición del Código 

General del Procesal, se ha erigido en el ordenamiento procesal colombiano, no sólo 

la autorización del Juez para decretar oficiosamente la práctica de pruebas cuando 

estas sean necesarias para  lograr el esclarecimiento de los hechos, y sobre todo, sean 

idóneas y necesarias para la verificación de los alegatos que hacen las partes en pro 

de sus intereses; sino que además, en el art. 42 numeral 4, se le impone el deber al 

Juez de emplear su poder directivo del proceso, para decretar las pruebas necesarias 

para verificar los hechos alegados por las partes, y concretamente en el título que 

trata sobre las pruebas, art. 170, se establece que “El juez deberá decretar pruebas 

de oficio, en las oportunidades probatorias del proceso y de los incidentes y antes 

de fallar, cuando sean necesarias para esclarecer los hechos objeto de la 

controversia”  

 

Ahora bien, no se puede confundir esta potestad y deber del Juez de decretar pruebas 

de oficio que se introdujo con el Código General del Proceso, para entrar a suplir la 

inactividad, omisión y descuido de las partes en sus cargas procesales, entre las 

cuales se encuentra el de solicitar las pruebas en las oportunidades previstas para 

ello en cada una de las etapas del proceso. Al respecto, se debe tener en cuenta que 

en el régimen de procesal colombiano rige el principio de preclusividad procesal que 

en materia probatoria se finca en la institución de las oportunidades probatorias que 
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tiene expresa consagración legal en el art. 173 del CGP, según el cual, “para que sean 

apreciadas por el Juez las pruebas deberán solicitarse, practicarse e 

incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello 

en este código”, así pues, el principio de preclusividad implica que el proceso se 

encuentra dividido por etapas, por lo que finalizada una, no es posible su renovación 

o revivir términos y oportunidades por las partes.  

 

Así pues, como quiera que la solicitud de pruebas no sólo es un derecho, sino que 

además constituye una carga procesal de las partes que si no se hace dentro de los 

límites temporales o etapas procesales definidos en la Ley conlleva a la pérdida o 

preclusión de dicha potestad procesal. Al punto se debe memorar que el Alto 

Tribunal Constitucional, ha considerado la solicitud oportuna de pruebas una carga 

procesal, tal y como lo razonó en sentencia C-086-2016: 

 

«Finalmente, las cargas procesales son aquellas situaciones 
instituidas por la ley que comportan o demandan una conducta 
de realización facultativa, normalmente establecida en interés 
del propio sujeto y cuya omisión trae aparejadas para él 
consecuencias desfavorables, como la preclusión de una 
oportunidad o un derecho procesal e inclusive hasta la pérdida 
del derecho sustancial debatido en el proceso.  
 
(…)  
 

la carga funciona, diríamos, ὰ double face; por un lado, el litigante tiene la 

facultad de contestar, de probar, de alegar; en ese sentido es una conducta 

de realización facultativa; pero tiene al mismo tiempo algo así como el 

riesgo de no contestar, de no probar, de no alegar. El riesgo consiste en que, 

si no lo hace oportunamente, se falla en el juicio sin escuchar sus defensas, 

sin recibir sus pruebas o sin saber sus conclusiones. Así configurada, la 

carga es un imperativo del propio interés».   
  

 

En el asunto que concita la atención de la Sala, no sería razonable ni proporcional 

atender al llamado de una declaración oficiosa de la prueba, en primer lugar, porque 

ningún argumento admisible, razonable y justificable se esgrimió por la parte 

demandante para haber omitido su oportunidad probatoria, por lo que estima el 

Tribunal, que aquí no se está ante un escenario donde resulte palmario el decreto 

oficioso de la prueba pues más bien se enmarca en el cuadro estratégico de la parte 

demandante de abogar por su incorporación por esta vía, por lo que no corresponde 

al Juez aventajar o coadyuvar a la parte ante su omisión, así pues, en la sentencia 

que se trae en cita de la Corte Constitucional, esta ha dicho que: “De esa manera, 
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cuando hay una genuina contención, el sistema exige que cada uno de los 

contendientes correlativamente contribuya a que el juez supere el estado de 

ignorancia en el que se halla respecto de los hechos debatidos, tarea que por lo 

general concierne al demandante respecto de sus pretensiones, y al demandado 

respecto de las excepciones.”, de esta forma, la Corte Constitucional ha sido 

cuidadosa en indicar  que la potestad oficiosa del Juez debe ser mirada con cautela, 

y aquella procederá atendiendo a las particularidades que ameriten al proceder 

inquisitivo del Juez, como lo concluyó en la citada decisión al afirmar:   

  

De esta manera, para la Corte es claro que en algunos casos el decreto 
oficioso de pruebas o la distribución de su carga probatoria dejan de ser 

una potestad del juez y se erige en un verdadero deber funcional. No 

obstante, ello debe ser examinado de acuerdo con las 
particularidades de cada caso, sin invertir la lógica 
probatoria prevista por el Legislador ni alterar las reglas generales en lo 

concerniente a la distribución de la carga de la prueba. De hecho, para tal 

fin también se han diseñado diversos recursos y mecanismos de control al 

interior de cada proceso, e incluso excepcionalmente podrá hacerse uso de 

mecanismos extraordinarios como la acción de tutela, lo cual ha sido 

avalado en numerosas ocasiones por la jurisprudencia constitucional.  
  
 

En el presente asunto no se observa ninguna circunstancia especial que amerite 

alterar la lógica probatoria en cuanto a la oportunidad debida para pedir el decreto 

de una prueba, pues claro es, que para la demandante se da con la presentación de 

la demanda o de su reforma, sin que tampoco se avizore una circunstancia 

sobreviniente, posterior, de fuerza mayor, razonable o justificable que lleve y obligue 

al Juez a suplir las falencias en la construcción estratégica de la defensa de sus 

intereses por parte de la demandante, quien es el llamado a cumplir con su deber de 

solicitar y aportar en la debida oportunidad  los medios suasorios que acrediten 

los hechos de su incumbencia.  

 

Con fundamento en todo lo anterior, debe advertir esta Sala de Decisión, que al 

revisar los argumentos de la parte demandante así como las pruebas allegadas por 

fuera del término dispuesto para ello, este tuvo oportunidad de hacerlas valer dentro 

del litigio, como ya se dijo, con la presentación de la demanda o con la reforma que 

posteriormente realizó de la misma e, incluso, con el traslado de las excepciones 

previas en tanto las atacara directamente. Por lo tanto, esta Sala de Decisión 

concluye que no hay evidencia de la intención del demandante de aportar 

oportunamente los medios probatorios que extemporáneamente presentó, ni 
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tampoco obra justificación admisible en torno a la precitada extemporaneidad, todo 

lo cual conduce a deslegitimar su interés tardío para introducir válidamente al 

proceso elementos de prueba, en virtud del derecho de contradicción y de defensa, 

que de forma igualitaria le asiste así mismo a su contraparte, y de los principios de 

legalidad, eventualidad y preclusión, que de acuerdo a la Ley, el Juez está en la 

obligación de hacer cumplir.  

 

Así pues, se habrá de confirmar la decisión recurrida, no sin antes aclararse por la 

Sala, que de acuerdo con las reglas del Código General del Proceso que abandonó un 

sistema probatorio meramente dispositivo, el decreto oficioso de pruebas es un 

deber del Juez cuando encuentre que es necesario para esclarecer los hechos y 

atendiendo a las circunstancias particulares del caso, lo que no se puede confundir o 

desembocar en una intervención del Juez tendiente a suplir o remediar las omisiones 

de las partes en sus cargas procesales.  

 
NULIDAD 

 
Respecto de la nulidad impetrada, la Corporación debe indicar que la misma debe 

ser planteada conforme lo establecen los artículos 133 y 135 del CGP, aplicables por 

remisión expresa del artículo 145 del CPT y de la SS, los cuales establecen lo 

siguiente:  

  

“ARTÍCULO 133. CAUSALES DE NULIDAD. El proceso es nulo, en todo 

o en parte, solamente en los siguientes casos:  

  

1. Cuando el juez actúe en el proceso después de declarar la falta de 

jurisdicción o de competencia.  

2. Cuando el juez procede contra providencia ejecutoriada del superior, 

revive un proceso legalmente concluido o pretermite íntegramente la 

respectiva instancia.  

3. Cuando se adelanta después de ocurrida cualquiera de las causales legales 

de interrupción o de suspensión, o si, en estos casos, se reanuda antes de la 

oportunidad debida.  

4. Cuando es indebida la representación de alguna de las partes, o cuando 

quien actúa como su apoderado judicial carece íntegramente de poder.  

5. Cuando se omiten las oportunidades para solicitar, decretar o practicar 

pruebas, o cuando se omite la práctica de una prueba que de acuerdo con la 

ley sea obligatoria.  

6. Cuando se omita la oportunidad para alegar de conclusión o para 

sustentar un recurso o descorrer su traslado.  

7. Cuando la sentencia se profiera por un juez distinto del que escuchó los 

alegatos de conclusión o la sustentación del recurso de apelación.  
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8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio 

de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás 

personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, 

o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, 

cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público 

o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser 

citado.  

  

Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar una 

providencia distinta del auto admisorio de la demanda o del mandamiento 

de pago, el defecto se corregirá practicando la notificación omitida, pero 

será nula la actuación posterior que dependa de dicha providencia, salvo que 

se haya saneado en la forma establecida en este código.  

  

PARÁGRAFO. Las demás irregularidades del proceso se tendrán por 

subsanadas si no se impugnan oportunamente por los mecanismos que este 

código establece.  
 

(…) 

  

ARTÍCULO 135. REQUISITOS PARA ALEGAR LA NULIDAD. La 

parte que alegue una nulidad deberá tener legitimación para proponerla, 

expresar la causal invocada y los hechos en que se fundamenta, y aportar o 

solicitar las pruebas que pretenda hacer valer.  

  

No podrá alegar la nulidad quien haya dado lugar al hecho que la origina, 

ni quien omitió alegarla como excepción previa si tuvo oportunidad para 

hacerlo, ni quien después de ocurrida la causal haya actuado en el proceso 

sin proponerla.  

  

La nulidad por indebida representación o por falta de notificación o 

emplazamiento solo podrá ser alegada por la persona afectada.  

  

El juez rechazará de plano la solicitud de nulidad que se funde en causal 

distinta de las determinadas en este capítulo o en hechos que pudieron 

alegarse como excepciones previas, o la que se proponga después de saneada 

o por quien carezca de legitimación.” Resaltado y subrayas fuera del texto 

original.  

  
 

Ahora bien, en punto del procedimiento aplicable al Acoso Laboral, debe observarse 

la especialidad del mismo según lo establece el artículo 13 de la Ley 1010 de 2006, el 

cual señala lo siguiente:  

ARTÍCULO 13. PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO. Para la 

imposición de las sanciones de que trata la presente Ley se seguirá el 

siguiente procedimiento: 
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Cuando la competencia para la sanción correspondiere al Ministerio Público 

se aplicará el procedimiento previsto en el Código Disciplinario único. 

Cuando la sanción fuere de competencia de los Jueces del Trabajo se citará 

a audiencia, la cual tendrá lugar dentro de los treinta (30) días siguientes a 

la presentación de la solicitud o queja. De la iniciación del procedimiento se 

notificará personalmente al acusado de acoso laboral y al empleador que lo 

haya tolerado, dentro de los cinco (5) días siguientes al recibo de la solicitud 

o queja. Las pruebas se practicarán antes de la audiencia o dentro de ella. 

La decisión se proferirá al finalizar la audiencia, a la cual solo podrán asistir 

las partes y los testigos o peritos. Contra la sentencia que ponga fin a esta 

actuación procederá el recurso de apelación, que se decidirá en los treinta 

(30) días siguientes a su interposición. En todo lo no previsto en este artículo 

se aplicará el Código Procesal del Trabajo. 

 

De acuerdo a la norma transcrita, resulta patente que la intención del legislador es 

dirimir el conflicto con atención a esta regulación especial, previendo 

subsidiariamente la aplicación del CPT y de la SS, exclusivamente en cuanto a lo no 

contemplado en ella.  Por consiguiente, atendiendo la normatividad procesal laboral, 

el artículo 145 del CPT y de la SS,  señala que la aplicación analógica solo opera a 

falta de disposiciones especiales en el procedimiento laboral, disponiendo así que 

solo en el caso que la misma ley procesal del trabajo hubiere estipulado una 

institución y no la hubiere desarrollado, se puede y debe acudir a la analogía, para 

darle operatividad y eficacia a la misma. 

 

Teniendo en cuenta las normas anteriores, la Sala advierte que el procedimiento 

laboral no estableció el instituto de la pérdida de competencia que si se reglamenta 

para el procedimiento civil en el artículo 121 que ha invocado la parte actora. En 

consecuencia, ante la inexistencia de norma procesal laboral que legitime la pérdida 

de competencia para los jueces no es posible que en aplicación de lo normado en el 

artículo 145 del CPT y de la SS, se aplique el artículo 121 del Código General del 

Proceso, no accediéndose por esta Sala de Decisión a lo solicitado por el actor.  

 

Por lo demás, advierte esta Corporación, que el apoderado judicial de la señora YUDI 

MARCELA GONZÁLEZ GONZÁLEZ, extendió su inconformidad a varios aspectos 

que, si bien no atacan la decisión del Juez A quo del 04 de junio de 2021, en lo relativo 

a no acceder a declarar la nulidad de lo actuado por perdida de competencia, esta 

Sala considera conveniente aclararlos a efectos de evitar más dilaciones al proceso, 

y en garantía de las partes quienes en igualdad de condiciones requieren una pronta 
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solución a las controversias que se planteen. Dicho lo anterior, esta Sala abordará el 

estudio de dichas interpelaciones así:   

 

1. En torno a la controversia que planteó el apoderado judicial de la 

demandante, sobre el término de contestación de la demanda establecido en 

el artículo 74 del CPT y de la SS, no encuentra esta Sala cuáles serían los 

efectos negativos que se suscitan de la interpretación que el juez otorgó a la 

norma, no solo porque  el apoderado judicial carece de argumentación clara y 

precisa en cuanto a cómo ello conduce a la nulidad estipulada por el artículo 

121 del CGP, sino porque no considera esta Sala que producto de la aplicación 

que el juez ha dado a dicha norma, se suscite tal nulidad.  

2. En lo referente al error presentado en el Acta de audiencia de fecha 7 de 

septiembre de 2020, por cuanto dicho documento contiene la afirmación “Se 

agotaron las etapas de conciliación…” cuando esta no fue agotada, considera 

esta Sala nuevamente, que en primer lugar dicha manifestación no guarda 

relación alguna con el recurso de alzada y mucho menos con la decisión de 

primera instancia, incluso, el presente proceso ya había sido conocido por esta 

Corporación a efectos de resolver las excepciones previas estudiadas en la 

audiencia del 7 de septiembre de 2020, situación que evidentemente ya fue 

superada, por lo que el apoderado de la demandante no puede pretender en 

este momento procesal, revivir aquella etapa. Por lo tanto, y a efectos de 

ilustrar al apoderado, se le recuerda que las actas de audiencia son de carácter 

informativo, y que tal como lo manifestó el A quo, la decisión que tiene total 

validez es la contenida en la grabación de la audiencia.  

3. Ahora bien, de igual manera en cuanto al señalamiento del Juez de no agotar 

la etapa de conciliación en virtud de la naturaleza del proceso,  una vez más, 

se le informa al apoderado que si su intención era conciliar o proponer una 

formula conciliatoria, debió manifestarlo antes de que el Juez declarara 

precluida dicha etapa y continuara con la resolución de excepciones previas; 

y no esperar hasta este momento para así denunciarlo en este recurso de 

alzada, pues aunque el Juez de instancia, en razón de la naturaleza del 

proceso, dispuso no agotar dicha etapa, si el apoderado a bien lo tenía, pudo 

haber intervenido, y realizar sus manifestaciones.  

4.  En lo atinente al traslado del poder de sustitución conferido al apoderado 

Cristian Mora, es necesario indicarle al apoderado de la parte demandante 

que, conforme a la Ley, el reconocer o no personería jurídica a un Apoderado 

para actuar dentro de un proceso judicial es una facultad privativa del juez, la 
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cual ha de ejercer sin el concurso o participación de las demás partes 

vinculadas. Por lo tanto, no le es exigible al juzgador en el trámite de una 

audiencia, trasladar a las partes el documento contentivo del poder para que 

se pronuncien al respecto. Lo anterior, sin perjuicio de que el juez incorpore 

al expediente la constancia del mandato en virtud del cual reconoció la 

personería jurídica, tal como ya obra en éste, pese a no haber sido arrimado 

en su momento dado a los contratiempos que la administración de justicia ha 

enfrentado en el marco de la virtualidad judicial.  

5. En cuanto a los teléfonos celulares de los funcionarios, es igualmente 

importante recordarle al apoderado judicial de la parte demandante, que los 

funcionarios judiciales son también sujetos de derecho cobijados por los 

derechos fundamentales relacionados con el habeas data y la intimidad, razón 

por la cual, el hecho de que un funcionario judicial en aras de procurar la 

agilización de un trámite específico, ponga a disposición de las partes su 

número de teléfono personal, no significa que esté otorgando una 

autorización general para que las partes, en adelante, tramiten a través de 

dicho número las solicitudes o inquietudes relacionadas con el proceso y 

mucho menos, para ser utilizado por las partes como un medio válido para 

hacer impulso procesal; lo anterior, salvo que el titular de dicho número 

telefónico otorgue autorización previa y expresa para recibir toda clase de 

solicitudes e información en el marco del correspondiente proceso, o salvo 

que el juez, previa y expresamente, autorice a las partes para que se 

comuniquen con el despacho a través de dicho número privado. Por lo tanto, 

no luce admisible para esta Sala, exigirle al Juez que profiera una providencia 

judicial en la modalidad de auto, tal como lo pretende el mencionado 

apoderado judicial, para solicitarle a las partes que en lo sucesivo se 

abstengan de tramitar solicitudes utilizando dicho medio, y mucho menos 

para informarle que el número telefónico sería bloqueado.     

6. En lo relativo a que las solicitudes presentadas por el apoderado judicial del 

demandante, indica éste, no fueron atendidas por separado, sino de manera 

concentrada, debe decir esta Corporación que nada obliga al juez a resolver 

las peticiones de manera individual o en la manera como a las partes les 

resulte más conveniente, por cuanto el juez legalmente se encuentra obligado 

a garantizar la economía procesal, la celeridad del proceso, y el acceso y 

solución pronta y efectiva en la administración de justicia que es su misión 

dispensar, encontrando que la decisión del Juez A quo de abordar las 

múltiples peticiones de manera concentrada, fue la correcta como quiera que 
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resultaría dispendioso en exceso realizar una audiencia por cada petición que 

presenta el apoderado. Para mayor ilustración, a continuación se enumeran 

las solicitudes presentadas por el apoderado, desde el 19 de marzo hasta el 4 

de junio de 2021: 

 

No. Fecha Solicitud 
1 
 

19 marz0 Apoderado: Nulidad desde la contestación de la reforma-
que luego se corra traslado para pronunciarse de fondo y 

adjuntar pruebas 
2 23 marzo Demandante: Solicitud de rectificación ante procuraduría 

por lo del Whatsapp 
3 23 de marzo Apoderado: perdida de competencia, solicita aplicar el 121 

del CGP 
4 23 de marzo Apoderado: anomalías procesales que han beneficiado a 

la demandada-perdida de competencia 
5 25 de marzo Apoderado: que se envíe el proceso al Juzgado 38 Laboral 

del Circuito por perdida de competencia 
6 23 de marzo Apoderado: complemento perdida de competencia 
7 23 de marzo Apoderado: solicitud proceso digital 
8 24 de marzo Apoderado: solicitud de nulidad- por sustitución poder y 

porque no están sus solicitudes- numerales 4 y 
6 CGP nulidad desde Sep. 2020 

9 24 de marzo Apoderado: solicitud de nulidad auto del 24 de marzo- 
porque el juez actuó después de haber perdido 

competencia-se remita al Juzgado 38 Laboral del Circuito. 
10 18 de mayo Apoderado: perdida de competencia 
11 20 de mayo Demandante: aclaración posible manipulación expediente 

digital 
12  Ver fl. 961. Petición Incompleta 
13 20 de mayo Fl. 962.  
14 21 de mayo Apoderado: porque salió de despacho si no se decidió nada 

e informa la tutela 
15 24 de mayo Apoderado: perdida de competencia- 
16 25 de mayo Apoderado: que no se realice la audiencia del 04 de junio 

de 2021-art 121-art enviar al Juzgado 38 Laboral del 
Circuito. 

17 No tiene fecha Apoderado: no otorga garantías y ha beneficiado a la 
demandada 

18 26 de mayo Apoderado: que se notifique nuevamente el estado del 24 
de mayo- se deje sin valor y efecto los autos que fijan fecha 

de audiencia- que antes se resuelvan mediante autos las 
solicitudes que no requieren audiencia 

19 26 de mayo Apoderado: control de legalidad en la audiencia de 07 de 
septiembre de 2020 y del 19 de marzo de 2021, que se 

dejen sin efecto 
20 27 de mayo Apoderado: reposición contra el auto del 26 de mayo, que 

se notifique nuevamente el estado 24 de mayo 2021- se 
deje sin valor los autos que fijan fecha de audiencia- que 
antes se resuelvan mediante autos las solicitudes que no 

requieren audiencia 
21 27 de mayo Apoderado: Nulidad de los autos del 21 y 26 de mayo 
22 27 de mayo Apoderado: Respeto de las garantías en la audiencia del 19 

de mayo-que debe iniciar la audiencia resolviendo la falta 
de competencia-que actúen conforme al 230 CP 

23 27 de mayo Apoderado: Que se le indique los momentos procesales en 
los que antes de la audiencia del 19 de marzo fue 

irrespetuoso-se le indique porque se le hizo el 
requerimiento-que porque se está dilatando el proceso- 

que se diga en la audiencia que él no ha cometido ninguna 
falta 
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24 28 de mayo Apoderado: Solicito a la procuradora que le envié el escrito 
que radicó en la tutela 

25 31 de mayo Apoderado: Sanción a Eneine Montoya por no asistir ni 
justificar su ausencia al 07 de septiembre de 2020, ni el 19 

de marzo de 2021 
26 31 de mayo Apoderado: Que rectifique al tribunal las afirmaciones que 

hizo en su informe porque no corresponden a la verdad 
27 31 de mayo Apoderado: Solicita audiencias del 07 de septiembre de 

2020 y 19 de marzo de 2021 
28 03 de junio Apoderado: Que el juez y los demandados han reconocido 

errores en el procedimiento- habla de la perdida de 
competencia. 

 

7. En lo referente a la interposición de recursos de reposición y en subsidio de 

apelación en contra de la providencia que ha resuelto previamente un recurso, 

se le recuerda al apoderado judicial, que esta acción no es admisible, ya que 

como regla general, el ordenamiento legal de índole procesal ha determinado, 

de manera imperativa y categórica, que contra los autos mediante los cuales 

se hubiere decidido un recurso de reposición previamente interpuesto, no 

resulta procedente la formulación de nuevos recursos. 

 

En cuanto a las demás manifestaciones que realizó el apoderado YEISSON 

GONZÁLEZ GONZÁLEZ, en audiencia del 4 de junio de 2021 las cuales fueron 

repetitivas, considera esta Corporación que no hay lugar a darles trámite, ya que no 

guardan relación alguna con el objeto de la alzada, y además de esto, dichas 

manifestaciones se constituyen en apreciaciones del apoderado, más no motivos de 

inconformidad o desacuerdo. 

 

En cuanto a los memoriales presentados el día 10 de junio de 2021 ante el Tribunal 

Superior de Bogotá D.C., cuando el expediente no había sido siquiera asignado por 

reparto al Despacho Diez (10), se le informa al apoderado judicial, que al tratarse de 

un proceso de especial naturaleza, no procede el traslado que este menciona, ni se 

concede a las partes término para presentar alegatos de conclusión, ya que se trata 

de un proceso especial que debe ser decidido de plano; asimismo, se le recuerda al 

abogado, que el proceso de acoso laboral se encuentra regulado por la Ley 1010 de 

2006 y el CPT y de la SS, razón por la cual no es dable acudir al CGP, por lo que no 

es admisible la ampliación de sus recursos de apelación en esta etapa procesal ya que 

estos debieron ser debidamente sustentados y fundamentados en el acto de la 

audiencia, al momento en que el Juez A quo notificó la decisión por estrados, 

conforme lo indican los artículos 65 y 66 del CPT y de la S.S., los cuales señalan que 

la sustentación del recurso de apelación en contra de autos y sentencias, será 
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estrictamente oral en el acto de la notificación. Tal previsión guarda armonía con la 

instauración del principio de consonancia de las providencias de segunda instancia 

en materia laboral que se encuentra regulado a continuación como artículo 66 A, 

según el cual la sentencia de segunda instancia deberá estar en consonancia con las 

materias objeto del recurso de apelación, que no son otras que sobre las cuales se 

mostró y sustentó en su oportunidad la inconformidad del recurrente al momento 

de su formulación. 

 

En gracia de discusión, nuevamente, se le recuerda al apoderado que las 

manifestaciones u oposiciones que considera pertinentes presentar, deberá 

expresarlas en el acto en que es notificado, sea por estados o por estrados, so pena 

de dejar pasar la oportunidad procesal pertinente, razón por la que tampoco son 

admisibles los controles de legalidad y nuevas nulidades que pretende desplegar a 

estas alturas del proceso, ya que se repite, no es el momento indicado, como quiera 

que dichas situaciones han sido saneadas conforme el proceso de acoso laboral ha 

avanzado. De esta manera, se ha explicado a través de los Artículos 133 y 136 del 

CGP, que las nulidades se encontrarán saneadas cuando quien podía alegarlas no lo 

hizo oportunamente o actuó sin proponerlas, tal como es el presente caso, en el que 

las nulidades y falencias han sido presentadas de manera extemporánea y además, 

el apoderado ha venido actuando a lo largo del proceso, interponiendo un cumulo de 

peticiones, en las distintas etapas, generándose la consecuencia del Artículo 136, esto 

es, que se hallen saneadas.  

 

Conforme a lo manifestado, esta Sala de Decisión, considera que han sido resueltas 

todas y cada una de las peticiones presentadas por el apoderado de la demandante, 

tanto las presentadas en el trámite de la primera instancia como las que fueron 

remitidas en apelación, incluyendo las solicitudes presentadas por el apoderado 

judicial el día 10 de junio de 2021, razón por la que esta Corporación hace un llamado 

de atención al apoderado de la parte demandante para que en lo sucesivo se abstenga 

de continuar dilatando el proceso, toda vez que la presentación de 29 peticiones en 

el corto término de 3 meses es exagerado, máxime cuando el Despacho Judicial de 

primera instancia, ha actuado conforme a la normatividad procesal vigente y en 

atención a los presupuestos establecidos por el ordenamiento laboral. Por lo 

anterior, se le insta al abogado YEISSON GONZÁLEZ GONZÁLEZ a fin de que cese 

la presentación de memoriales, recursos, incidentes con miras a ralentizar y a 

perjudicar el presente trámite, así como el ejercicio de un eventual abuso de las vías 
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de derecho, so pena de las investigaciones que puedan llegar a iniciarse en su contra, 

dado su actuar temerario y dilatorio. 

 

En virtud de todo lo considerado, la Sala confirmará las decisiones recurridas. Así se 

decidirá.  

 

DECISIÓN   

 

Con fundamento en las anteriores consideraciones la Sala de Decisión Laboral del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

  
RESUELVE 

  
PRIMERO: CONFIRMAR las decisiones objeto del recurso de apelación, de 

acuerdo con las consideraciones expuestas en la parte motiva de la providencia.  

  
SEGUNDO: Sin costas en esta instancia.  
  

TERCERO: Surtido el trámite en esta instancia, en oportunidad devuélvase el 

expediente al Juzgado de origen.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  
  
  
 

 

RAFAEL MORENO VARGAS 
Magistrado 

 

 

 

DIEGO FERNANDO GUERRERO OSEJO 
Magistrado 

 

DIEGO ROBERTO MONTOYA MILLÁN 
Magistrado 

Firmas escaneadas según artículo 11 del Decreto 491 del 28 de marzo de 2020   
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Paola Andrea Barona Vs. Capital Salud EPS y otra      
 
 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D. C. 

 
SALA LABORAL 

 
 

Bogotá D. C., trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Revisado el expediente de la referencia, se ADMITEN los recursos de 

apelación interpuestos por las demandadas contra la providencia dictada el 

22 de abril de 2021 en el Juzgado Veintitrés (23) Laboral del Circuito de 

Bogotá. 

 

En los términos del artículo 15 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se corre 

traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco días 

cada una, allegando el escrito al correo electrónico de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo de este 

despacho des13sltsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 
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Enrique Hurtado Aguirre Vs. Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES 
y otra  

 
 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D. C. 

 
SALA LABORAL 

 
 
 

Bogotá D. C., trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Revisado el expediente de la referencia, se ADMITEN los recursos de 

apelación interpuestos por las demandadas contra la providencia dictada el 

27 de abril de 2021 en el Juzgado Treinta (30) Laboral del Circuito de 

Bogotá. 

 

En los términos del artículo 15 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se corre 

traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco días 

cada una, allegando el escrito al correo electrónico de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo de este 

despacho des13sltsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 
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Freddy Jesús Pérez Yimes Vs. Administradora Colombiana de Pensiones – 
COLPENSIONES y otra  

 
 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D. C. 

 
SALA LABORAL 

 
 

Bogotá D. C., trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Revisado el expediente de la referencia, se ADMITEN los recursos de 

apelación interpuestos por ambas partes contra la providencia dictada el 12 

de abril de 2021 en el Juzgado Treinta (30) Laboral del Circuito de Bogotá. 

 

En los términos del artículo 15 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se corre 

traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco días 

cada una, allegando el escrito al correo electrónico de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo de este 

despacho des13sltsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D. C. 

 
SALA LABORAL 

 
 

Bogotá D. C., trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Revisado el expediente de la referencia, se ADMITE el recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandante contra la providencia dictada el 10 de 

mayo de 2021 en el Juzgado Tercero (3°) Laboral del Circuito de Bogotá. 

 

En los términos del artículo 15 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se corre 

traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco días 

cada una, allegando el escrito al correo electrónico de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo de este 

despacho des13sltsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D. C. 

 
SALA LABORAL 

 
 

Bogotá D. C., trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Revisado el expediente de la referencia, se ADMITE el recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandante contra la providencia dictada el 22 de 

junio de 2021 en el Juzgado Cuarenta (40) Laboral del Circuito de Bogotá. 

 

En los términos del artículo 15 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se corre 

traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco días 

cada una, allegando el escrito al correo electrónico de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo de este 

despacho des13sltsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D. C. 

 
SALA LABORAL 

 
Bogotá D. C., trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 

 
 

Revisado el expediente de la referencia, se ADMITE el recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandante contra la providencia dictada el 24 de 

junio de 2021 en el Juzgado Treinta y dos (32) Laboral del Circuito de 

Bogotá. 

 

En los términos del artículo 15 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se corre 

traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco días 

cada una, allegando el escrito al correo electrónico de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo de este 

despacho des13sltsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D. C. 

 

SALA LABORAL 

 

Bogotá D. C., trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
  

Revisado el expediente de la referencia, se ADMITE para conocer en el 

grado jurisdiccional de CONSULTA la sentencia dictada el 19 de abril de 

2021 en el Juzgado Treinta y siete (37) Laboral del Circuito de Bogotá. 

 

En los términos del artículo 15 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se corre 

traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco días 

cada una, allegando el escrito al correo electrónico de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo de este 

despacho des13sltsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

    

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  

Magistrado 
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Heriberto Rodríguez Morales Vs. Administradora Colombiana de Pensiones – 

COLPENSIONES  

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D. C. 

 

SALA LABORAL 

 

Bogotá D. C., trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
  

Revisado el expediente de la referencia, se ADMITEN los recursos de 

apelación interpuestos por ambas partes contra la providencia dictada el 4 

de mayo de 2021 en el Juzgado Veintitrés (23) Laboral del Circuito de 

Bogotá. 

 

En los términos del artículo 15 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se corre 

traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco días 

cada una, allegando el escrito al correo electrónico de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo de este 

despacho des13sltsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

    

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  

Magistrado 

 

 

 

 

 

mailto:secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Exp. 33 2018 00525 01 

Hernán Crisostomo Jiménez López Vs. Administradora Colombiana de Pensiones – 

COLPENSIONES y otro 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D. C. 

 

SALA LABORAL 

 

Bogotá D. C., trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
  

Revisado el expediente de la referencia, se ADMITE el recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandante contra la sentencia dictada el 22 de 

abril de 2021 en el Juzgado Treinta y tres (33) Laboral del Circuito de 

Bogotá. 

 

En los términos del artículo 15 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se corre 

traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco días 

cada una, allegando el escrito al correo electrónico de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo de este 

despacho des13sltsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

    

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  

Magistrado 
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Exp. 37 2019 00731 01 

Juan Carlos Rodríguez Urrea Vs. Administradora Colombiana de Pensiones – 

COLPENSIONES  

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D. C. 

 

SALA LABORAL 

 

Bogotá D. C., trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
  

Revisado el expediente de la referencia, se ADMITEN los recursos de 

apelación interpuestos por ambas partes contra la sentencia dictada el 10 

de junio de 2021 en el Juzgado Treinta y siete (37) Laboral del Circuito de 

Bogotá. 

 

En los términos del artículo 15 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se corre 

traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco días 

cada una, allegando el escrito al correo electrónico de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo de este 

despacho des13sltsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

    

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  

Magistrado 
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Exp. 16 2019 00364 01  

Fernando Ovalle Castro Vs. Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES 

y otros 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D. C. 

 

SALA LABORAL 

 

Bogotá D. C., trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 

  

Revisado el expediente de la referencia, se ADMITEN los recursos de 

apelación interpuestos por las demandadas contra la sentencia dictada el 

23 de junio de 2021 en el Juzgado Cuarenta y uno (41) Laboral del Circuito 

de Bogotá. 

 

En los términos del artículo 15 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se corre 

traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco días 

cada una, allegando el escrito al correo electrónico de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo de este 

despacho des13sltsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

    

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  

Magistrado 
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Exp. 26 2018 00647 01  

Carlos Alfonso Forero Díaz Vs. Administradora Colombiana de Pensiones – 

COLPENSIONES y otros 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D. C. 

 

SALA LABORAL 

 

Bogotá D. C., trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 

  

Revisado el expediente de la referencia, se ADMITEN los recursos de 

apelación interpuestos por las demandadas contra la sentencia dictada el 

2 de junio de 2021 en el Juzgado Veintiséis (26) Laboral del Circuito de 

Bogotá. 

 

En los términos del artículo 15 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se corre 

traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco días 

cada una, allegando el escrito al correo electrónico de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo de este 

despacho des13sltsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

    

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  

Magistrado 
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Exp. 11 2018 00583 01  

Olga Lucía Rodríguez Gómez Vs. Caja de Compensación Familiar – CAFAM  

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D. C. 

 

SALA LABORAL 

 

Bogotá D. C., trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 

  

Revisado el expediente de la referencia, se ADMITE el recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandante contra la sentencia dictada el 12 de 

marzo de 2021 en el Juzgado Once (11) Laboral del Circuito de Bogotá. 

 

En los términos del artículo 15 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se corre 

traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco días 

cada una, allegando el escrito al correo electrónico de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo de este 

despacho des13sltsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

    

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  

Magistrado 
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Exp. 20 2019 00862 01  

Heberto Oliveros Requen Vs. UGPP  

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D. C. 

 

SALA LABORAL 

 

Bogotá D. C., trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 

  

Revisado el expediente de la referencia, se ADMITE el recurso de apelación 

interpuesto por la demandada contra la sentencia dictada el 1° de marzo de 

2021 en el Juzgado Veinte (20) Laboral del Circuito de Bogotá. 

 

En los términos del artículo 15 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se corre 

traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco días 

cada una, allegando el escrito al correo electrónico de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo de este 

despacho des13sltsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

    

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  

Magistrado 

 

 

 

 

 

 

 

mailto:secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Exp. 17 2019 00727 01  

Frank Salomón Rodríguez Bernal Vs. Administradora Colombiana de Pensiones – 

COLPENSIONES y otra 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D. C. 

 

SALA LABORAL 

 

Bogotá D. C., trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 

  

Revisado el expediente de la referencia, se ADMITEN los recursos de 

apelación interpuestos por las demandadas contra la sentencia dictada el 

9 de junio de 2021 en el Juzgado Diecisiete (17) Laboral del Circuito de 

Bogotá. 

 

En los términos del artículo 15 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se corre 

traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco días 

cada una, allegando el escrito al correo electrónico de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo de este 

despacho des13sltsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

    

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  

Magistrado 
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Exp. 20 2019 00712 01  

Miguel Guillermo Rey Rivero Vs. Blanca Ines Miranda González 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D. C. 

 

SALA LABORAL 

 

Bogotá D. C., trece (13) de julio de dos mil veintiuno (2021) 

  

Revisado el expediente de la referencia, se ADMITE le recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandante contra la sentencia dictada el 18 de 

febrero de 2021 en el Juzgado Veinte (20) Laboral del Circuito de Bogotá. 

 

En los términos del artículo 15 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se corre 

traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco días 

cada una, allegando el escrito al correo electrónico de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo de este 

despacho des13sltsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

    

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  

Magistrado 
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-TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  DE BOGOTA- 

  - SALA LABORAL- 

   

 

Magistrado Ponente: DR MILLER ESQUIVEL GAITÁN 

 

 

Expediente No. 038201800576 01   

Demandante: William Javier Barragán Gutiérrez  

Demandado: Alfagrés S.A 

 

Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021). 

 

El apoderado de la parte accionada Alfagrés S.A en 

Reorganización1, dentro del término legalmente establecido interpuso 

recurso extraordinario de casación contra el fallo proferido el 

diecinueve (19) de octubre de dos mil veinte (2020).  

  

A folio 207 allega memorial en donde manifiesta que DESISTE del 

recurso impetrado, con facultad acreditada2. 

 

A efectos de resolver la Sala procede a dictar el siguiente, 

 

 

AUTO 

 

El apoderado de la parte demandada, a través de memorial recibido 

en la Secretaría de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá, a 

través de correo electrónico en fecha 23 de noviembre de 2020, visto a 

folio 136 a 137 del libelo demandatorio, desiste del recurso 

extraordinario de casación, interpuesto contra la sentencia proferida 

                                                           
1 Folio 205 
2 Folio 214 



2 

 

el 19 de octubre de 2020, por la Sala Tres de Decisión de la Sala 

Laboral del Tribunal Superior de Bogotá, se dispone: 

 

PRIMERO.- ADMITASE, por ser procedente, el DESISTIMIENTO del 

recurso extraordinario de casación, interpuesto por la parte 

demandada3, contra la sentencia proferida el 19 de octubre de 2020, 

por la Sala Tres de Decisión de la Sala Laboral del Tribunal Superior 

de Bogotá, por ajustarse a los parámetros establecidos en el artículo 

316 del C.G.P., aplicable por analogía según el artículo 145 del 

C.P.T.S.S. 

 

SEGUNDO.- En firme el proveído, continúese con el trámite 

correspondiente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 
 

EN PERMISO 
JOSÉ WILLIAM GONZÁLEZ ZULUAGA 

Magistrado 
 

 

 

Proyectó: Luz Adriana S. 

 
 

                                                           
3 Folio 207 desistimiento  

   Folio 214, facultad expresa para desistir  


























































































